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			Introducción

Una de las máximas más importantes sobre la naturaleza humana es que todo está regulado: hay leyes que regulan desde nuestra capacidad como persona para actuar en dicho tráfico jurídico hasta los aspectos más básicos de nuestro desarrollo como ser humano como pueden ser a modo de ejemplo, la educación, la vivienda, el vestido y el alimento.




			Esta guía se justifica por la necesidad de disponer de herramientas válidas para la obtención de información, dada la imposibilidad que tiene el ciudadano de a pie para conocer todos los aspectos normativos por los que está regulado prácticamente cada acto que realiza en su día a día. El objetivo es que pueda orientarse sobre la defensa de sus derechos e intereses legítimos, dotándole de la información suficiente para poder detectar anomalías en dichos actos jurídicos, así como el conocimiento necesario para saber a dónde dirigirse en cada momento. Todo ciudadano debe ser consciente de que incluso en caso de insuficiencia de recursos económicos, tiene protección del Estado de Derecho en la asistencia a un asesoramiento y defensa jurídica adecuada, máxime dado el cambio legislativo constante, que requiere de un estudio profesional de cada asunto que pueda plantearse.

			El objetivo final de la guía es, por consiguiente, acercar al ciudadano a la realidad jurídica que conforma el Ordenamiento Jurídico, esto es, el conjunto de normas tanto nacionales como internacionales por las que se regula la sociedad, y que la expansión de los nuevos medios de interacción social como internet ha ampliado considerablemente, tanto en su actuación como en su regulación en el campo jurídico.

			El individuo en su condición de persona 


En el Ordenamiento Jurídico, el término “persona” hace referencia al sujeto de derecho como “individuo o entidad que ostenta derechos y obligaciones”, punto de partida para abordar al individuo en todas sus condiciones como ser social, inserto a su vez en un régimen legal que regula todos estos aspectos de su persona que, por el mero hecho de serlo, posee capacidad jurídica, extinguiéndose la misma por causa de muerte.



			No obstante, no todo individuo tiene la aptitud para poder realizar eficazmente los actos jurídicos, esto es, para ejercer sus derechos y cumplir sus obligaciones. Si bien la norma general es que toda persona mayor de edad, esto es, a partir de los 18 años y en posesión de plenas facultades, tiene capacidad de obrar, el ordenamiento jurídico contempla ciertas restricciones a esta capacidad en función de determinadas circunstancias, como la minoría de edad o situaciones que suponen la incapacidad del sujeto.

			Menor de edad


El sujeto menor de edad debe contar con la autorización de sus padres o tutores para realizar cualquier tipo de acto o contrato, si bien la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor establece que todo menor tiene derecho a que su interés superior sea valorado y considerado como primordial en todas las acciones y decisiones que le conciernan, tanto en el ámbito público como privado, interpretándose de manera restrictiva las limitaciones a la capacidad de obrar de los menores, debiendo ponderarse y atenerse a los criterios siguientes:



			
					La protección del derecho a la vida, supervivencia y desarrollo del menor, y la satisfacción de sus necesidades básicas, tanto materiales, físicas y educativas como emocionales y afectivas.

					La consideración de los deseos, sentimientos y opiniones del menor, así como su derecho a participar progresivamente, en función de su edad, madurez, desarrollo y evolución personal, en el proceso de determinación de su interés superior.

					La conveniencia de que su vida y desarrollo tenga lugar en un entorno familiar adecuado y libre de violencia. 

					La preservación de la identidad, cultura, religión, convicciones, orientación e identidad sexual o idioma del menor, así como la no discriminación del mismo por estas o cualesquiera otras condiciones, incluida la discapacidad, garantizando el desarrollo armónico de su personalidad.

			

			Si bien la mayoría de edad se alcanza con los dieciocho años, como hemos visto, y el menor de edad tiene su capacidad de obrar restringida, el ordenamiento jurídico español contempla la figura de la “emancipación” como derecho de disposición de su persona y bienes que puede ser otorgado al mayor de dieciséis años, con ciertas excepciones que se especificaran más adelante. Así, se puede adquirir la emancipación

			
					
Por la mayoría de edad.


					Por concesión de quienes ejercen la patria potestad.

					
Por concesión judicial en los siguientes casos:
	Cuando quien ejerce la patria potestad contrajere nupcias o conviviere maritalmente con persona distinta del otro progenitor.

	Cuando los padres vivieren separados.

	Cuando concurra cualquier causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad.





			

			La emancipación, como hemos mencionado, habilita al menor para regir su persona y bienes como si fuera mayor, pero hasta que no llegue a la mayoría de edad no podrá el emancipado tomar dinero a préstamo, gravar o enajenar bienes inmuebles y establecimientos mercantiles o industriales u objetos de extraordinario valor sin consentimiento de sus padres y, a falta de ambos, sin el de su curador. En el caso del menor de edad casado basta, si es mayor el otro cónyuge, el consentimiento de los dos; si también es menor, se necesitará además el de los padres o curadores de uno y otro. 

			Incapacitación


Otro de los límites a la plena capacidad de obrar la tienen aquellas personas que, por causa de enfermedad o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico, le impidan gobernarse por sí misma, en cuyo caso deberá ser declarado incapaz en virtud de sentencia judicial que establecerá la extensión y límites de esta, así como el régimen que se establecerá: la tutela, que supone el nombramiento de un tutor que representa al menor o incapacitado y administra su patrimonio; la curatela, cuya función no es representar sino asistir o complementar al sometido a ella; o el defensor judicial, regulándose cada una de estas situaciones y figuras jurídicas en el Código Civil y que la sentencia, como acabamos de indicar, deberá regular.






			El individuo en su condición familiar

			El individuo, por la propia concepción de la estructura social, está inserto asimismo en una relación más íntima y directa como es la institución de la familia, igualmente intrínseca al individuo desde el momento de su nacimiento.

			Las relaciones paterno-filiales

			El primer concepto que debe conocerse es la filiación, esto es, la relación existente entre padres e hijos, pudiendo ser esta por naturaleza (matrimonial o extramatrimonial), por adopción o por fecundación asistida. Se trata de un estado civil cuyos caracteres son el tratarse de una cualidad personalísima y que sus facultades son indisponibles e imprescriptibles, protegida por nuestra Constitución Española. Esta promulga la igualdad de todos los españoles ante la ley, sin que pueda haber discriminación alguna por razón del nacimiento. Así mismo, los poderes públicos asegurarán la protección integral de los hijos, iguales estos ante la ley con independencia de su filiación.

			Por su parte, el Código Civil establece que los padres están obligados a velar por los hijos menores y prestarles alimentos, reconociendo el derecho de los padres a relacionarse con sus hijos menores aunque no ejerzan la patria potestad, con excepciones.

			Las relaciones entre parientes

			El parentesco, por su parte, es la relación existente entre personas que pertenecen a la misma familia. Esta relación se configura por las generaciones que separan a un miembro de la familia del otro, siendo a su vez cada generación un grado de parentesco. Esto es lo que va a determinar la llamada “línea sucesoria”, que abordaremos en el apartado dedicado al Derecho sucesorio.

			La relación jurídica del parentesco es determinante en aspectos fundamentales del día a día, ya que es configurador de derechos y obligaciones no solo desde el punto de vista de la herencia por muerte de familiar, sino desde aspectos tributarios, indemnizatorios y de los llamados “alimentos entre parientes”, que abordaremos en este epígrafe.

			Esta regulación se contempla en el Código Civil en su artículo 915 y siguientes, delimitando el parentesco por el número de generaciones, donde cada una de ellas equivale a un grado, que puede ser por consanguinidad (de una misma familia) o por afinidad (familia del cónyuge).

			 La serie de grados forma la línea, que puede ser:

			
				
Directa (personas que descienden una de otra).



	
Ascendente (padres, abuelos, bisabuelos y tatarabuelos).



	
Descendente (hijos, nietos, biznietos y tataranietos).



	
Colateral (personas que no descienden unas de otras, pero que proceden de un tronco común).






			En las líneas se cuentan tantos grados como generaciones o como personas, descontando la del progenitor.

			Así, en la recta se sube únicamente hasta el tronco (por ejemplo, el hijo dista del padre un grado, dos del abuelo y tres del bisabuelo).

			En la colateral se sube hasta el tronco común y después se baja hasta la persona con quien se hace la computación (el hermano dista dos grados del hermano, tres del tío –hermano de su padre o madre–, cuatro del primo hermano, y así en adelante).

			A continuación, un cuadro explicativo:
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			Como hemos manifestado, una de las consecuencias directas del parentesco es la obligación legal, impuesta a determinados parientes, de prestar la asistencia de cobertura de satisfacción de las necesidades vitales básicas en caso de necesidad de uno de ellos, entendiéndose por “alimentos” aquello preciso para el desarrollo integral de la persona: sustento (comida), habitación, vestido y asistencia médica, así como educación e instrucción.

			Los sujetos obligados legalmente a ellos son los cónyuges (el llamado “socorro mutuo”), descendientes (hijos y nietos) y ascendientes (padres y abuelos); en el caso de los hermanos, estos solo deberán los auxilios mínimos necesarios para la vida, cuando los necesiten por causa no imputable al alimentista.

			Las relaciones conyugales

			Matrimonio

			El matrimonio supone la unión de carácter formal y estable entre dos personas del mismo o diferente sexo, cuya consecución es la plena comunidad de vida, entendida esta como la ayuda y socorro mutuo entre los cónyuges y su complemento afectivo–sexual así como el cuidado y educación de los hijos, en su caso.

			La ley regula las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges –que se regirán por la ley nacional de cada uno de los contrayentes al tiempo de la celebración del matrimonio–, así como las causas de separación o disolución, y sus efectos.

			Cabe, en primer lugar, referirnos a la llamada “promesa de matrimonio”, la cual no produce obligación de contraerlo ni de cumplir lo que se hubiere estipulado para el supuesto de su no celebración, si bien dicho incumplimiento sin causa de la promesa cierta de matrimonio, hecha por persona mayor de edad o por menor emancipado, producirá la obligación de resarcir a la otra parte de los gastos hechos y las obligaciones contraídas en consideración al matrimonio prometido, acción de resarcimiento sometida al plazo de caducidad de un año contado desde el día de la negativa a la celebración del matrimonio.

			Para que el matrimonio sea válido requiere consentimiento matrimonial, sin que este consentimiento pueda estar sometido a condición, término o modo, en cuyo caso se tendrá por no puesta.

			Podrán contraer matrimonio los mayores de edad y menores emancipados siempre que no se encuentren ligados con vínculo matrimonial previo, y tampoco podrán:

			
					Los parientes en línea recta por consanguinidad o adopción.

					Los colaterales por consanguinidad hasta el tercer grado.

					
Los condenados por haber tenido participación en la muerte dolosa del cónyuge o persona con la que hubiera estado unida por análoga relación de afectividad a la conyugal, si bien ello puede ser dispensado por el juez.


			

			En cuanto a la forma de celebración del matrimonio dentro o fuera del territorio español, la ley establece que puede contraerlo ante el juez, alcalde o funcionario, de conformidad con las disposiciones legales, así como en la forma religiosa legalmente prevista. De igual modo, también podrá contraer matrimonio fuera de España, con arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración.

			Puede darse el caso de que ambos contrayentes sean extranjeros, pudiendo celebrarse el matrimonio en España con arreglo a la forma prescrita para los españoles, o cumpliendo la establecida por la ley personal de cualquiera de ellos.

			Quienes deseen contraer matrimonio acreditarán previamente, en expediente tramitado conforme a la legislación del Registro Civil, que reúnen los requisitos de capacidad establecidos en este Código.

			Si alguno de los contrayentes estuviere afectado por deficiencias o anomalías psíquicas, se exigirá dictamen médico sobre su aptitud para prestar el consentimiento.

			El matrimonio, cualquiera que sea la forma legal de su celebración, produce efectos civiles desde su celebración, y para el pleno reconocimiento de los mismos será necesaria su inscripción en el Registro Civil, extendiendo asimismo el juez, alcalde o funcionario ante quien se celebre el matrimonio, inmediatamente después de celebrado, la inscripción o el acta correspondiente con su firma y la de los contrayentes y testigos, con entrega de documento acreditativo de la celebración del matrimonio.

			En cuanto a los derechos y deberes de los cónyuges, cabe partir de la premisa legal de que ambos son iguales en derechos y deberes, debiendo respetarse y ayudarse mutuamente y actuar en interés de la familia, así como vivir juntos, guardarse fidelidad y socorrerse mutuamente. Deberán, además, compartir las responsabilidades domésticas y el cuidado y atención de ascendientes y descendientes y otras personas dependientes a su cargo.

			Es importante tener en cuenta que ninguno de los cónyuges puede atribuirse la representación del otro sin que le hubiere sido conferida.

			Sistema económico-matrimonial

			El régimen económico-matrimonial regula los efectos patrimoniales del matrimonio, y por consiguiente rige las relaciones económicas entre los cónyuges, así como de estos frente a terceros. Y ello por cuanto el matrimonio, como comunidad de vida, necesita un soporte económico para la consecución de los fines que le son propios.

			En principio, existe libertad de elección del régimen económico, pero esta debe constar en capitulaciones matrimoniales, las cuales deberán otorgarse mediante escritura pública, antes o después de celebrado el matrimonio, e inscribirse en el Registro Civil para su plena validez.

			En Derecho español existen tres tipos de regímenes económico-matrimoniales:

			
					
El régimen de gananciales. Este régimen, en el caso de que los cónyuges no pacten otro específico, es el que se aplica automáticamente con carácter supletorio, y supone la existencia en común para ambos cónyuges de bienes y derechos. Al ser el régimen más común conviene que especifiquemos qué se entiende por bienes privativos y cuales comunes. Así, son privativos de cada uno de los cónyuges (Art.1346 Código Civil):
	Los bienes y derechos que le pertenecieran antes de casarse. (Por ejemplo, el piso que compró cuando era soltero).

	
Los que adquiera después por título gratuito. (Por ejemplo, una donación).

	Los adquiridos a costa o en sustitución de bienes privativos. 

	Los adquiridos por derecho de retracto perteneciente a uno solo de los cónyuges.

	Los bienes y derechos patrimoniales inherentes a la persona y los no transmisibles inter vivos. (Por ejemplo, el derecho de alimentos entre parientes).

	El resarcimiento por daños inferidos a la persona de uno de los cónyuges o a sus bienes privativos. (Por ejemplo, una indemnización por accidente de tráfico).

	Las ropas y objetos de uso personal que no sean de extraordinario valor.

	Los instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión u oficio, salvo cuando estos sean parte integrante o pertenencias de un establecimiento o explotación de carácter común. 





			

			Los bienes mencionados en los apartados 4.º y 8.º no perderán su carácter de privativos por el hecho de que su adquisición se haya realizado con fondos comunes, pero en este caso la sociedad será acreedora del cónyuge propietario por el valor satisfecho.

			Son bienes gananciales (Art. 1347 Código Civil):

			
					Los obtenidos por el trabajo o la industria de cualquiera de los cónyuges.

					Los frutos, rentas o intereses que produzcan tanto los bienes privativos como los gananciales. (Por ejemplo, el alquiler del piso de soltero).

					Los adquiridos a título oneroso a costa del caudal común, bien se haga la adquisición para la comunidad, bien para uno solo de los esposos. 

					Los adquiridos por derecho de retracto de carácter ganancial, aun cuando lo fueran con fondos privativos, en cuyo caso la sociedad será deudora del cónyuge por el valor satisfecho.
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